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Excmos .  S res . :

D. Francisco Tomás y Valiente
D. Francisco Rubio Llorente
D. Fernando Garcfa-Mon y

Gonzá1ez-Regueral
D. Carlos de la Vega Benayas
D. Eugenio Dlaz Eimil
D. Miguel Rodrfguez-Piñero y

Bravo Ferrer
D. ,Jesús Leguina Vil la
D. Luis L6pez Guerra
D.  José Luis  de los Mozos y

de los Mozos
D. Alvaro Rodrfguez Berei jo
D. Vicente Gimeno Sendra
D. 'José Gabaldón Lóp,ez

Registro nfrmero 234L/9t.-

ASTNTO: Cuestión de inconsti-
tucionalidad promovida por 1a
Secclón Quinta de la Audien-
cia Provincial de Allcante,
en tercer fa de mejor  dere-
cho .  -

SOBRE: Párrafo penútlt,imo de1
apar tado 3e del  ar t .  L435 de
1a Ley de Enjuiclamiento Ci-
v i l .  -
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El Pleno, en su reunión del dfa de hoy y en el

asunto de referencia, ha acordado dictar el siguiente

AUTO

I. AIüTECEDEMTES

1. Mediante Auto de remisión de fecha 16 de junio de L99L,

registrado en este Tribunal Constitucional el dfa 22 de no-

viembre siguiente, Ia Sección Quinta de la Audiencia Provin-

cial de Alicante plantea una cuestión de inconstitucionalidad

en relacj-ón con el- párrafo penúlt, imo del apart,ado 3o del art.

1435 de Ia Ley de Enjuiciamiento Civi l-,  €rr cuanto dicho pre-

cepto pudiera vul-nerar el art,.  t4 de Ia Constitución.

2. A los efectos de l-a admisión a trámite de la presente

cuestión de inconstitucionalidad, lnteresa poner de manif iesto
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los s iguientes hechos:

a) EI Banco de Alicante concertó con Ia empresa

"Miguel i to 's Calzados S.L."  una r , í I j -za para negociar letras

de cambio y otras operacj-ones, intervenj-da por Corredor Cole-
giado de Comercio y afianzada solidariamente por dos personas

ffsicas; Ias mismas partes concertaron una póliza de crédit,o

con garantfa personal tanlcién intervenlda por Corredor y

avalada por aquellas personas. En reclamación de ciertas can-

tidades derivadas de ambas pó11zas, €1 Banco siguió un juicio

ejecutivo con fundamento en las l iquidaciones efectuadas por

el propio acreedor. El ,Juzgado de Primera Instancia núm. 4 de
Al icante,  €rr  Sentencia de 29 de Junio de 1989, dictó Sentencia

de remate. En este proceso se trabó embargo preventivo de un
piso propiedad de uno de l-os avalist,as.

b) A instancias de un tercero, s€ siguió contra la socie-
dad mencionada y los fiadores un juicio de menor cuantfa ante
el ,Juzgado de Prlmera Inst,ancia núm. 2 de Elche, quien estimó
la demanda por Sentencla de LL de octubre de 1989 y procedió

también al embargo del citado piso.

c) El- Banco de Alicante promovió un proceso de tercerfa de
meJor derecho, solicit,ando que se declarara que su derecho

era preferente al del act,or en eI proceso c1vil precitado. El
'Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Elche, mediante Sent,en-

cia de 9 de enero de L99L, estlmó la demanda y reconoció la
preferencia del Banco para resarclrse con el importe que pu-

diera obtenerse del piso embargado.

En eL acto de la vista del recurso de apelaclón, el ape-

lante sol icitó de Ia SaIa el planteamiento de una cuestión de

inconstitucionalidad y, tras dar audiencia a la entidad

credit j-cia actora y al Ministerio Fiscal, la Audlencia de re-

ferencj-a promovió Ia cuestión.
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3. 81 órgano judicial promotor de la present,e cuestión

suscita un reproche de constitucionaLidad respect.o del art.

1435 de l -a  Ley de Enju ic iamient ,o  Civ i l  (en adel -ante,  LEC).  En

eI citado precept,o l-ega1 se establece, eu€ si en los contrat,os

mercant, i les otorgados por entidades de crédito, ahorro y f i-

nanciación, en escritura pública o en póliza intervenida por

Agente de Cambio y Bolsa o Corredor de Comercio, se hubiere

convenido que la cantidad exigible en caso de ejecución será

la especif icada en cert i f icación expedida por dichas ent, ida-

des, Ia cantj-dad se tendrá por l fquida siempre que conste en

documento fehaciente que acredlte l-a l-lguidación en Ia forma

pactada, y que e1 saldo coinclda con el que aparece en la

cuenta abierta al deudor. La Sala estima, susLancialmente, que

esta norma pudiera vulnerar la i-gualdad ant,e 1a ley (art. L4

de Ia Constituclón), por cuanto esas entidades se ven prlvi le-

giadas respecto de otras y de los ciudadanos a 1a hora del co-

bro de sus crédi tos en esLe ju ic io  e jecut ivo,  mediante e l  be-

neficlo lega1 mencionado, pues el documento que acredita la

deuda queda en manos del acreedor, y este tratamlent,o normati-

vo redunda en una situación de discriminación e indefenslón

del deudor.

4.  Por  prov idencia de L6 de d ic iembre de 199L,  la  Sección

Tercera del- Tribunal Constitucional acordó tener por recibldas

las anteriores actuaclones y oir aI Fiscal General del Estado
-a tenor de l-o dispuesto en el art,.  37.L de la Ley Orgánica

del- Tribunal Constitucional, €rr adelant,e, LOTC- para qu€, en

el plazo de diez dlas, alegase 1o que estimara pert inente

acerca de Ia aünisibi l idad de esta cuestión de

inconstitucionalidad ante la falta de las condj-ciones procesa-

1es constitucional y legalmente exigibles y, en concreto, Fox
carecer  de ju ic io  de re levancia.
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L992, €1 Fiscal General del Estado se opone a Ia admisión a

trámite de la presente cuestión de inconstitucionalidad, habi-

da cuenta de 1a falta de un suficiente juicio de relevancia

(a r t .  35 .1  de  }a  LO?C y  a r t .  163  de  l a  Cons t i t uc ión ) .

El Auto de remisión intenta justif icar Ia concurrencia de

dicho requisito afirmando que la cuestión se formula por esti-

mar que 1a preferencia de crédito que solicita la part,e act,ora

tiene como fundamento el párrafo penrllt imo del art. 1435.3 de

Ia LEC. Pero el problema que se plantea en la tercerfa de me-
jor derecho se l imj-ta a resolver qué tltulo debe estimarse
preferente respecto de los bienes embargados y para la realf-
zacLán de crédito: si una póliza de crédito con garantfa per-

sonal e intervenida por Corredor de Comercio o un contrato de

reconocimiento de deuda en documento privado y determinadas

letras de cambio.  Y,  en el  caso de la actora,  €1 t f tu lo esgr l -

mido en la tercerfa coj-ncide con el que fundó Ia demanda de
juicio ejecutivo que concluyó por Sentencia de remate; en este
proceso, sf se hubiera podido plant,ear la cuest,ión de
inconstitucionalidad que ahora se intenta, pues es pat,ent,e que

1a norma de1 ci-tado art. 1435 sólo i-ncide en la determinación

de la l iquidez de Ia deuda y en la decisión judicial

resolutoria de la pretensión ejecut,iva. Est,o supuesto, err el

Auto en que se promueve 1a cuestión no existe una argumenta-

ción en la que se exteriorice convenientement,e el juiclo de
relevancia, más allá de la ya expuesta y aquf rechazada. En
realidad, €1 Auto 1o que cont,lene es una argumentaclón abs-
tract,a sobre l-a posible inconst, i tucionalidad del precepto

cuestionado, j-ncumpliendo 1o dispuesto en el- art. 35.1- de la
LOTC. El  ar t , .  1435 de la LEC carece de relevancia para resol-

ver, desde el punto de vista de1 derecho sustantivo, un l it, i-
gio sobre Ia preferencia de dos créditos. Y es bien conocido
que el Trlbunal Constitucional puede ent,rar a revisar la
presenc ia  de t  ju ic io  de  re levanc ia  (SSTC 83/ t984,  L9 /1988,

42 /L990 ,  e tc . . ) .
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IT. F'T'NDAI{EIi¡:TOS JURTDTCOS

UNICO.- Es patente que Ia presente cuestión de

inconstitucionalidad no posee un suficiente juicio de

relevancia, pues eI fal lo a dictar por la Audiencia en el pro-

ceso a quo no depende de 1a validez de la norma cuestionada. Y

es indudable gu€, aunque el Trlbunal Constitucional no puede

sust, i tuir al órgano judicial de procedencia en los razonanien-

tos que le l- levan a elevar sus dudas de constltucionalidad,

viene, €n cambj-o, obligado a revisar l-a exteriorización de di-

cho juicio de rel-evancia realizada por el- órgano judlcial, a

1a luz de 1o d ispuesto en e l  ar t .  37.L de 1a LOTC, procedlendo

a la inadmisión de la cuestj-ón cuando las argument,aciones ju-

diciales adolezcan de una notoria falta de consistencia (SSTC

67 /L985 ,  L06 /1986 ,  L27 /1987 .  L96 /L987 ,  3 /L988 ,  e t c . . ) .  En  es te

sentido, €s menester recordar que Ia cuestión se promueve en

un proceso civi l  que t iene por objeto una tercerfa de mejor

derecho para que.se d i luc ide por  e l  órgano juzgador  s i  e I

Banco acreedor posee un derecho preferente, frente a un

t,ercero, a resarcirse de un crédito mediante el valor de un

piso embargado. No se discute aquf, por tanto, y en modo

alguno podrfa ser el objeto del l l t igio, si e1 documento que

acredit,a el montant,e de 1a deuda derivada del crédito debe ser

expedido o no por el Banco acreedor, 10 que configura el

contenido del  cuest j -onado ar t .  1-435,  apar tado 34,  párrafo

penúIt imo, de la LEC, o si tal- forma de l- iquidaclón conflgura

una discri-minación del deudor, sino antes bien cuáI de los dos

acreedores posee un t,f tul-o que l-e otorgue un derecho
preferente.  Por  eso no es casual  que e l  Banco actor  en esta

tercerla de mejor derecho -quien obtuvo una Sent,encia

favorable a sus tesis en l-a primera instancia- cuando se l-e

dió audiencia por Ia SaIa sobre la procedencia del
planteamj-ento de Ia cuestj-ón, afirmara -l leno de razón- que
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"es un tema absolutarnente irrelevante a los fines de Ia
decis ión de }a presente tercerfa".  Pues, €r1 efecto,  exist fa ya

en ese momento procesal una Sent,encia de remate firme y que

habla adquJ-rido firmeza con anterioridad a la de la parte

contrar ia.

De manera diffci lmente comprensible -como señala de forma

coincidente eI Fj-scal General del Estado-, Ia Audiencia inten-

ta eludir este problema (F.J. 4e del- Auto de remisión) cuando

dlce: "Ia presente cuestión se formula por est,imar que la pre-

ferencia de crédito cuya declaración solicita Ia parte actora
y que fue estimada en primera instancia, tiene como fundamento
el  párrafo penúl t imo del  ar t , .  1435 de la LEC".  Pero,  €rr  rea-
l1dad, donde encuent,ra claro fundamento la pretensión ejercida
por Ia actora en l-a tercerfa de mejor derecho es en una Sen-
tencia firme recafda hacfa más de dos años en el prj-rnero de
Ios procesos civiles sobrevenidos en est,a controversia. Y Ia
propia Audiencia acaba por cont,radecirse cuando, a cont,j-nua-
ción, invoca, en el- mismo fundamento jurldico, el- orden de
prelación establecido en eI  ar t .  L924.3 del  Código Civi l ,  re-
lativo a los créditos que consten en Sentencla firrne, si
hubieren sido objeto de l i t ig io.

Esto sentado, €1 hecho de que sobre ef indicado párrafo

del art,. L435 de la LEC hayan sido admitidas a trámite diver-

sas cuestiones de inconstitucional-idad, promovidas por distin-
tos órganos judiciales, y que se encuentren pendientes de su
resolución por Sentencla, no permite entender sat,lsfecho el
requisito procesal reseñado, frl exime a 1a Audiencla de una
reflexión sobre Ia aplicación directa a los hechos de la norma
cuestionada y de un consecuente esfuerzo argumental en la
exterj-orización der lramado juicio de relevancla; juicio que

no puede tenerse por implfcito o supuesto.

Por lo expuesto, y de conformidad con 1o establecido en el
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ar t .  37 .1  de  nues t , ra  Ley  Orgán ica  en  re lac ión  con  e l  a r t . .  35 .1

de Ia misma, €1 Pleno de este Tri-buna1 acuerda i-nadmitlr Ia

presente cuestión de inconstitucionalidad promovida por l-a

Sección Quinta de fa Audiencia Provlncial de Alicante.

Madrid, a cuatro de febrero de mil novecientos noventa y
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